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0.-

Hace 16 años se pusieron las primeras bases para que en Aragón se iniciara la implantación de medidas orientadas a dar respuesta a los grupos sociales mas afectados por las situaciones de pobreza y exclusión social.

El trayecto recorrido no ofrece un balance, especialmente, positivo. Antes bien, en estos momentos de crisis y de fuerte impacto, de esta, en la sociedad aragonesa, emergen los efectos no deseados de aquellas iniciativas. 

Entre los rasgos que identifican esta situación, algunos de ellos no positivos y otros disfuncionales respecto a las finalidades de aquellas medidas, hemos de señalar:

1.-

La puesta en marcha del IAI en Aragón fue oportuna y daba respuesta en aquellos momentos a un fenómeno multicomplejo cuyos factores desencadenantes se dibujaron en un completo estudio que se denominó “Libro Blanco de la Pobreza y Exclusión Social en Aragón” (1.995)

2.-

El punto de partida se caracterizó por una importante acumulación de conocimiento, tanto en lo referido a las medidas concretas (prestaciones económicas, proyectos de inserción, incardinación de esta prestación en la red de servicios sociales aragonesa) como a la implementación de modos de gestión y organización que si bien inicialmente afectaron a las administraciones públicas aragonesas (local y autonómica) poco a poco fueron articulando una red de proyectos que han dado como resultado la amplia red de entidades sociales y/o microempresas que trabajan desde el llamado “tercer sector” y/o desde la llamada “economía social”
.

3.-

Con la distancia del tiempo transcurrido y los hechos que hemos venido observando, podemos afirmar que fue un gran error la dualidad que se estableció en la Ley que las Cortes de Aragón aprobaron y que el posterior desarrollo normativo posibilitó aplicar.

La Ley definió el IAI como un programa social y económico por un lado y de otra parte reguló que la tramitación de este programa la tenían que hacer las corporaciones locales, como así ha sido,  pero la aprobación del acceso al mismo, es decir, quien concede el IAI es el Gobierno de Aragón. A lo largo de estos años, la evolución del IAI ha sido, en buena parte, la confirmación de la dualidad errática que ha seguido esta prestación en el caso aragonés
.

4.-

Hasta el año 1997 el acompañamiento entre los diferentes niveles de la administración implicados y la iniciativa social fue acompasado. 

A partir de esta fecha y quizás hasta el presente, salvo excepciones y puntuales aciertos, el itinerario seguido por este programa en lo referido a su impulso y desarrollo ha sido un patente ejemplo de descoordinación, de iniciativas dispersas y poco armonizadas, que sitúan en el espacio del Gobierno de Aragón y mas en concreto del Instituto de Servicios Sociales, como gestor principal del programa, los déficits estructurales que ahora se observan
.  
5.-

Los estudios sobre el tema adolecen, en el caso de Aragón, de una ausencia de datos relacionados entre los diversos actores – gestores de los denominados “itinerarios de inclusión”.

En el momento actual asistimos a una atomización de intervenciones, impulsadas en unos casos por organizaciones sociales que buscan espacio para la afirmación de su identidad social e ideológica en los espacios de la exclusión social y de los nuevos perfiles de la vulnerabilidad. 

Estas actuaciones no disponen de un hilo conductor que contribuya a su conocimiento. Por lo general, los datos procedentes de los “colectivos excluidos” son con frecuencia muy opacos, bien porque se carece de una sistematización de las intervenciones, bien porque se observa una evidente falta de “cruce de datos e información” de los destinatarios de las ayudas y/o de los denominados “proyectos de inclusión”. 

Esta situación puede ayudar a explicar el por qué de la escasez de estudios sobre algunos colectivos o la parcialidad de los estudios existentes
. 

No disponemos de estudios de referencia actuales sobre el impacto de la crisis en las situaciones de desestructuración social / familiar. Conocemos que están apareciendo con más intensidad la reutilización de las viviendas, la aparición de las llamadas “camas calientes”, el hacinamiento familiar, el realquiler de habitaciones (sobretodo entre los inmigrantes y en ocasiones entre las personas mayores). Carecemos de dispositivos de recogida de datos y sistematización que permitan una explotación de los datos y de la información
. 

No solamente se hace necesaria una explotación rigurosa de las bases de datos de los demandantes de prestaciones y/o servicios, sino también estudios periódicos que permitan comparar grupos de población y factores de riesgo
.

6.-

Las políticas de inclusión social en Aragón ofrecen elementos de complejidad con un modelo poco definido y asimetrías internas
. Estas asimetrías tienen que ver, en gran parte, con el bajo nivel de consistencia de la colaboración y coordinación entre actores institucionales y entre los actores sociales y agentes sociales y económicos.

7.-

La economía sumergida aumenta su importancia en estos momentos y actúa como amortiguador de la crisis. Se sitúa en los mismos niveles previos a la regularización extraordinaria de inmigrantes (2004 – 2005). Ello puede explicar el por qué del escaso peso de los inmigrantes que se han acogido al retorno voluntario. 

El aumento de la demanda de prestaciones económicas de urgencia y/o no contributivas es exponencial en los últimos meses. Sigue aumentando el número de hogares en los que ninguno de sus miembros reciben ninguna prestación.

El número de hogares de personas en las que ninguno trabaja sigue en aumento. Esta situación está afectando de forma muy variada a las familias. La dificultad se agrava cuando los dos miembros de la unidad familiar en “activo” tienen mas de 50 y mas años. En estos casos será más difícil aún el retorno al empleo
. 

Las dificultades que tienen las familias para llegar a fin de mes no siempre responden a la falta de ingresos. También es un elemento causal el endeudamiento financiero de las familias. En estos momentos las dificultades que están apareciendo no siempre y no necesariamente están asociadas las situaciones por las que atraviesan las personas de menor nivel de ingresos.

8.-
Los efectos de la crisis económica actual han permitido poner de manifiesto la presión asistencial existente en servicios sociales
, la cual está originando dificultades en la propia accesibilidad a los servicios sociales
. En Aragón los efectos más negativos de la crisis, tienen color urbano. 

Esta presión asistencial tiene un reflejo diferenciado en el territorio aragonés, sea este rural o urbano. Hay que tener en cuenta que la distribución de la población en el territorio muestra una de las señas de identidad más relevantes de la población aragonesa: el desequilibrio territorial aragonés entre lo rural y lo urbano.

El 17% de la población aragonesa se concentra en 670 municipios rurales, mientras que el 68,5% de la población aragonesa se localiza en municipios netamente urbanos. La provincia de Zaragoza representa el 72,2% del total de la población de Aragón. La ciudad de Zaragoza alcanza casi el 54% de la población de Aragón. La ciudad mas su entorno urbano – “metropolitano” representa algo mas del 65% del total de la población de Aragón.

Las situaciones laborales precarias tienden a deteriorarse aún mas en época de crisis ya que por el “efecto empuje” del papel de la economía sumergida aparecen mas situaciones de empleo sin protección ni alta en la seguridad social, sin contratos regularizados; situaciones de estancia no regularizada (inmigrantes), nula percepción de rentas mínimas al no disponer de una cobertura de legalidad en la actividad laboral desempeñada.

9.-

Si la “malla de seguridad” que es necesario implementar alrededor de las medidas básicas de protección para que resistan las distorsiones que producen  los efectos de la crisis no se fortalece, aparecerá una tendencia a la debilitación de los factores de cohesión con tendencia al aumento de este debilitamiento situado en un nivel medio alto si se mantiene el nivel de inversión social (gasto social) en un nivel medio bajo.

Es muy importante para alcanzar un nivel de consistencia en las respuestas que las redes de colaboración y coordinación afloren con capacidad de nuclear las actuaciones del tejido social e institucional. 

Hay que reducir la competitividad al interior del sistema de protección social (sobretodo en el ámbito de los servicios sociales) para que no se cree una expectativa que no puede cumplirse y es que estos (los servicios sociales) sean los abanderados de las respuestas sociales a la crisis ya que esta tiene múltiples direcciones y causas y afecta de modo desigual. El sistema público de servicios sociales es una parte de la solución, pero no es la solución. 

Los efectos de la crisis apuntan a la cohesión social y la reparación de los déficits en el nivel de cohesión social debe ser acometida desde todos los sistemas de protección social, de políticas sociales públicas, compartidas y acordadas con y por todos los actores institucionales y no institucionales de la acción social. 

10.-

Lo que si se puede señalar como un hecho relevante que se ha ido incrementando según los efectos de la crisis y con la presión de la demanda social se ha ido manifestando, es la disfuncionalidad observada en la organización de los servicios sociales comunitarios, tanto en lo referido a la distribución del personal asignado a estos servicios como la estructura funcional de los mismos.

Esta situación de disfuncionalidad que viene afectando, en un buen número de casos, a las demoras en la atención de los ciudadanos/as que acceden a estos centros, está siendo objeto de la elaboración de un Informe que permita dar respuesta a las necesidades organizativas y funcionales. 

A esta disfuncionalidad también contribuye la acumulación de burocracia, la dispersión de los puntos de información al ciudadano, el plus de ineficacia administrativa que se les exige superar a las personas que mayor nivel de dificultades y desestructuración acumulan. 

Quienes acceden a las prestaciones económicas de tipo inclusivo no siempre son las personas cuyo “perfil” hace más necesarias estas prestaciones.

11.-

La crisis actual ha incorporado a los sistemas de protección social a grupos de personas ya “identificados” a los que podemos denominar, “los nuevos perfiles de vulnerabilidad social”. A mayor tiempo de permanencia de estas personas en las situaciones de precariedad, mayor peligro de que estas personas lleven consigo el riesgo de una desafiliación de tipo económico, social o relacional con la sociedad y el medio humano en el que conviven. Esta desafiliación o desafección tiene su origen en factores múltiples que terminan por limitar los derechos de ciudadanía y que definen bien los procesos de exclusión social.

12.-

En estos momentos, adquiere una significativa importancia el hecho que las personas que tienden a cronificarse en una situación de desempleo, con muy escasas expectativas de acceso al empleo, puedan disponer de una red de seguridad y apoyo que garantice unos ingresos mínimos y que esta favorezca el desempeño de la vida cotidiana con normalidad. 

Es así como se puede conseguir que la trayectoria entre una situación de desempleo y la exclusión social afecte al menor número de personas.

13.-

Los fenómenos sociales que se hacen visibles por los efectos de la brecha entre personas ricas y pobres, están dando paso a nuevos modos de expresión de las fragmentaciones sociales, que se observan, entre otros espacios de análisis, a través de los efectos que producen las variaciones en la pirámide de población, con un importante peso, de las tasas de dependencia demográfica y todo lo que tiene que ver con la transmisión intergeneracional de la pobreza. También se observan en la “fragmentación” al interior de los niveles y subniveles en los que podemos “clasificar” los grados de pobreza.

14.-

Se considera que en los procesos de inclusión, el foco de atención debe estar en la persona, en el sujeto, individual o colectivo
, para el que ha de establecerse una garantía de mínimos, no solo económicos, sino también  de servicios y recursos que permitan una adecuada corrección de las situaciones de vulnerabilidad. 

15.-

No se puede obviar que cuando se habla de “itinerario inclusivo”
 este ha de reflejar que el objetivo central del mismo es aminorar, reducir, eliminar las situaciones de dificultad y/o exclusión social, lo que lleva consigo que la intervención social, el acompañamiento social se realice desde una perspectiva integral.  

Asimismo, es preciso tomar en consideración que ante determinadas situaciones es necesario implementar procesos de intervención específicos y prioritarios, con determinados grupos de población, cuyas situaciones de dificultad y/o vulnerabilidad hacen necesaria esta atención.

16.-

Si se tiene en cuenta el umbral propio de la Comunidad Autónoma, únicamente el 6,3% de la población se sitúa por debajo del 40% de la renta mediana, mientras que en España a pesar de tener un umbral inferior al de Aragón, la proporción es del 8,3%. Un 4,5% tiene ingresos por unidad de consumo entre el 40% y el 50% de la mediana y un 6,1% de la población tiene ingresos entre el 60% y el 70% de la mediana. 
Las situaciones más desfavorables de pobreza severa  reflejan en Aragón una tasa del 2,8% frente al 3,9% de España. El análisis por género refleja una mayor incidencia del riesgo de pobreza relativa entre las mujeres. El porcentaje de varones que se sitúan bajo el umbral de pobreza según la renta nacional es del 18,3%, porcentaje que alcanza el 20,6% entre las mujeres. Si se tiene en cuenta el umbral propio de la Comunidad Autónoma estos valores se sitúan en el 17% de varones y en el 20,8% de mujeres, lo que indica una mayor feminización de la pobreza.

Por edades, la mayor incidencia se produce, entre los menores de 16 años y los mayores de 65 años. En Aragón, el riesgo de pobreza entre los menores de 16 años es más bajo (19,9%) que el promedio nacional (23,3%), mientras que en el último segmento de población, la tasa se sitúa en (26,4%) por encima de la media de España (25,2%).

El descenso en el nivel de renta al finalizar la etapa activa representa para las personas de 65 y más años, un mayor riesgo de encontrarse bajo el umbral de pobreza, puesto que el carácter relativo de la medida establece una posición respecto al conjunto de población con la que se compara
.

17.-

La experiencia acumulada en la gestión de prestaciones económicas de carácter social, unida a las nuevas necesidades surgidas como consecuencia de los cambios sociales y económicos desde su aprobación, permite concluir que el conjunto de las prestaciones económicas no contributivas, refleja desajustes entre la oferta actual y la demanda social.

Estos desajustes hacen que se demande por parte de los diversos actores de la acción social una reordenación de los recursos disponibles y un diagnóstico de prestaciones económicas no contributivas.

Se propone establecer medidas y acciones operativas que permitan resolver la dualidad de las prestaciones no contributivas, procurando adaptar estas a las situaciones de necesidad a atender.

Para proceder a una adaptación a la demanda, es preciso formular criterios, instrumentos y medidas que permitan la compatibilidad entre prestaciones (ingreso aragonés de inserción, renta básica, ayudas de urgente necesidad, etc.), a fin de alcanzar unos niveles mínimos que permitan acometer los procesos de inclusión con mayores garantías.

En este eje de adaptación de la demanda no se puede perder de perspectiva que el tratamiento de los itinerarios de inclusión deben ser, por su carácter, multidimensionales e integrales
. 

Si son múltiples las causas que originan las situaciones de exclusión y/o vulnerabilidad social, no se puede dejar de tomar en consideración que en una intervención inclusiva han de adoptarse decisiones y/o medidas que se sustentan en la intervención de profesionales diversos y especializados.  

Esta intervención multiprofesional para una adecuada ejecución de una intervención inclusiva hace necesario que se establezcan, entre los diferentes sistemas de protección social, suficientes instrumentos y/o protocolos de coordinación y/o complementariedad ante las situaciones deficitarias que se persigue superar. 

18.-

Es importante delimitar el papel que tienen que jugar los servicios sociales como puente – acompañamiento hacia otros sistemas de protección social. 

Todos los sistemas de protección social están implicados en el alcance de los logros, metas y objetivos de la Estrategia de Inclusión Social. Compartir y sumar esfuerzos y capacidades no solo es una garantía para los buenos resultados deseados, sino que es una condición necesaria para alcanzar una plena implicación de todos los sistemas de protección social en la resolución de las problemáticas y disfunciones socio –económicas que acompañan a las situaciones de exclusión y/o vulnerabilidad social.    

Se considera oportuno introducir la lógica social en los procesos de toma de decisiones económicas, con el fin que desde todos los sistemas de protección se valore la importancia que adquieren en la resolución de la exclusión y/o vulnerabilidad social, que se tengan en cuenta no solo los costes económicos sino también que se tomen en consideración y se valoren lo que representan como valor social, las intervenciones y proyectos sociales de inclusión. 

Introducir esta “lógica social” lleva consigo que a la hora de adoptar una toma de decisiones, también se tome como criterio el gasto social ya que este representa en relación con la población que es objeto de intervención, una “inversión social” puesto que a fin de cuentas cuando se pone en marcha un “proyecto social” no solo se está haciendo un “gasto” sino que también se está aportando un “valor social”. 

La toma en consideración de esta concepción de “inversión social” cuando se hace práctica la intervención inclusiva
, ha de permitir conformar una buena base para alcanzar una garantía de actuaciones eficientes. 

19.-

Los procesos de intervención inclusivos han de adoptar en su desarrollo e impulso una formulación que tenga en cuenta el valor de la comunidad.   En el caso de Aragón adquiere una importancia clave el hecho que el territorio está desigualmente distribuido y tiene una clara diferenciación entre los ámbitos urbanos y rurales. 

En los núcleos rurales aragoneses, la “comunidad”  adquiere un relevante valor ya que en un buen número de casos la comunidad como núcleo estructurante es la que impulsa el microdesarrollo del territorio rural concreto. 

En el ámbito de los servicios sociales esto es un aspecto a destacar. Los profesionales de este ámbito (servicios sociales) cuya acción se desarrolla en el territorio rural aragonés, vienen señalando la importancia que para el desarrollo comunitario y territorial tiene el que se articulen programas de inclusión en las zonas rurales
.

20.-

Si queremos alcanzar mayor nivel de efectividad en las intervenciones inclusivas se ha de apostar decididamente por crear un nuevo marco de actuación basado en los cambios, adaptaciones e innovaciones de los modos de proceder y de los instrumentos y criterios de gestión que se vienen llevando a cabo en el ámbito de la inclusión social.

Tomando en consideración estos criterios, se presentan a continuación, a modo de resumen los criterios básicos que se estiman deben conformar esta tendencia de cambio, adaptación e innovación inclusiva.

Estos criterios son:

· Considerar al sujeto, individual y/o colectivo, como el centro de atención de la intervención inclusiva.

· Diseñar y elaborar los programas, proyectos y acciones inclusivas tomando como referencia base la intervención comunitaria
.

· Adoptar el criterio de hacer a lo largo del proceso de actividad de los Itinerarios de Inclusión que el territorio sobre el que se actúa en entienda como un “territorio socialmente responsable”
.

· Ejercitar la complementariedad también desde la óptica de la oferta y demanda, incorporando a esta lógica a los otros sistemas de protección social. 

· Plantear la inclusión social como una estrategia para la reducción de las desigualdades y la aminoración de la dualidad social.

· Apostar como prioridad por la armonización de las ofertas y servicios de los diferentes actores de la inclusión social. Armonizar dispositivos de respuesta, protocolos de intervención específicos.

· Establecer criterios para la “garantía de mínimos” no solo económico sino también psicosociales
.

· Orientar la inclusión social hacia la corrección de los déficits detectados en las situaciones de vulnerabilidad y/o precariedad social.

· Tomar como valor inclusivo que los proyectos sociales e iniciativas empresariales (empresas de inserción y/o de economía social alternativa) destinadas a dar respuesta a las necesidades de la intervención social, sean sostenibles. 

· Considerar las alianzas público – privadas
 como una oportunidad para la maduración de una nueva gobernanza.

· Introducir en la agenda política pública una Estrategia de Inclusión Social y en esta, la lógica de una reprogramación continúa que de respuesta a las situaciones y circunstancias cambiantes
. 

· Establecer espacios para las “buenas prácticas” en la intervención inclusiva.

· Llevar a cabo los seguimientos de los Planes Individualizados de Inserción como parte del proceso de evaluación de los procesos inclusivos.

· Plantear el liderazgo sustentado en el respeto a pluralidad y la diversidad.

· Adoptar el trabajo en red, como un modo de potenciar las capacidades de todos los actores de la inclusión social, orientadas estas a producir el mejor resultado a favor de la inclusión social. El trabajo en red, como proceso de mejora de la calidad en la intervención inclusiva.

· Impulsar y articular la participación como un elemento esencial del estado de derecho en el que se vive y por una vía básica para dotarse de una nueva gobernanza.

Zaragoza a 18 de noviembre de 2011
.-

� Lamentablemente este libro no fue publicado por el Departamento de Servicios Sociales del Gobierno de Aragón.  


� No se puede obviar que en el momento de aprobación del IAI y la Ley que no regula (Ley 1/1993 de 19 de febrero sobre Medidas Básicas de Inserción y Normalización Social), Aragón aparecía como pionera en este tipo de medidas. Durante el tiempo transcurrido se han hecho regulaciones y ampliaciones del marco de actuación de las llamadas “rentas mínimas” y hemos conocido un amplio abanico de estudios sobre el tema que han contribuido a mejorar la comprensión de este ámbito de la acción social y a ofrecer nuevas alternativas. En Aragón esta adaptación a los nuevos retos y a las nuevas situaciones aún está esperando.


� Esta dualidad tiene que ver con dos dimensiones operativas y estructurales: por un lado lo referido al papel de dos niveles diferentes, de dos administraciones distintas y de otra parte a la proposición (aprobada, ver Decreto 21/1993 de 6 de abril) que sitúa el IAI, por un lado como prestación económica no contributiva y de otra parte como “itinerario personalizado de inclusión”. La primera se ha hecho realidad a lo largo de estos años, la segunda sigue siendo un “ideal” no alcanzado.  


� Durante este tiempo han aparecido e implantado en el escenario de la intervención inclusiva otras medidas de prestaciones económicas no contributivas, gestionadas por otros actores institucionales, vinculados al empleo o la vivienda, sin que apenas se haya avanzado en la coordinación efectiva entre actores institucionales – sociales de la inclusión. La última de las variaciones que se ha aprobado en relación con la normativa reguladora del IAI ha estado destinada mas a adecuar esta norma en relación con otras normas y/o leyes aprobadas y a regular de modo mas concreto los procedimientos (Decreto 125/2009 de 7 de julio, BOA 130 de 8 de julio de 2009).


� Conocer quienes son los demandantes de estas ayudas, quien las gestiona, cómo se gestionan, quienes son los beneficiarios de estas ayudas, en el caso de Aragón – Zaragoza, es un objetivo inexcusable. Para alcanzarlo, hemos de cambiar de modo de proceder y entre todos los actores de la intervención inclusiva acordar unas bases comunes para que esta información y conocimiento sea común y pueda estar al servicio de todos/as.   


� La Ley de Protección de datos no puede esgrimirse como excusa para compartir esta información. 


� A excepción de los estudios de la Fundación FOESSA,  del estudio realizado por el CESA (2006) pero no publicado y del Estudio de Necesidades Sociales ciudad de Zaragoza, hecho por el Ayuntamiento (2003) no se disponen de estudios de referencia que nos permitan disponer de una visión de conjunto a cerca de la realidad de la pobreza y de la exclusión social en Aragón – Zaragoza. No podemos perder de perspectiva que la realidad demográfica y territorial de Aragón marca de modo notorio el tratamiento de esta temática.   


� La evolución de la normativa del IAI desde su aprobación apenas ha conocido nuevos rasgos, a excepción de las modificaciones hechas en el año 2009 por el Departamento de Servicios Sociales y Familia. Es mas avanzada la Ley 6/2009 de Servicios Sociales de Aragón (2009) en este tema, y al menos ha dejado encima de mesa el tema de la “renta básica” y la adecuación de las prestaciones económicas no contributivas a los nuevos tiempos. En cuanto a las asimetrías internas estas tienen que ver con el aumento del impacto de este tema en la acción social de Aragón, especialmente en estos momentos, sin disponer de ningún órgano de la administración autonómica especializado sobre estas cuestiones.   


� Los últimos datos recopilados desde que estalló la crisis nos señalan que el número de hogares en los que ninguno de sus miembros recibe prestaciones por desempleo aumenta, lo que agranda aún mas la brecha de la distancia – tiempo para el retorno al mercado de trabajo, al carecerse de los recursos básicos de subsistencia. Esto también se agranda porque los circuitos que hemos puesto en marcha para la “búsqueda de empleo, para la orientación y asesoramiento, para la formación pre – ocupacional, para la adquisición de destrezas y habilidades personales, para itinerar hacia la inclusión normalizada en la sociedad”, son complejos, dispersos; están atomizados y carecen de los suficientes vasos comunicantes entre sí como para ser lo efectivos que deberían ser.    


� Este es un asunto que ha sido objeto de comentarios y debates en la ciudad de Zaragoza, tanto al interior de las instituciones como por parte del tejido social y de los agentes sociales y económicos. En dos años y medio, la presión asistencial ha aumentado exponencialmente.   


� Entre las dificultades en la accesibilidad a los servicios sociales no solo tenemos que tener en cuenta la “presión asistencial creciente” sino también el hecho de que la organización de los mismos no se ha adecuado, adaptado al momento actual. No es solo un problema de personal, de sustituciones de las bajas temporales, de las bajas por enfermedad (que también lo es); en también un problema de tiempos de atención, de horarios de atención, de movilidad del personal, de armonización de criterios de valoración, de metodologías de la intervención mas adecuadas. 


� Este es un planteamiento que aparece como “novedoso” en diversos manifiestos que han aparecido en los últimos meses en defensa del llamado “estado de bienestar” o bien al calor de problemáticas mas concretas como ha ocurrido en la ciudad de Zaragoza. Sin embargo, no tiene en nuestra opinión, ningún rasgo de novedad ya que si estamos haciendo bien el trabajo de atención a la demanda, siempre hemos de poner en el centro de atención a la persona, al sujeto de derechos.


� Sobre todo lo referido a los “itinerarios inclusivos” el documento denominado “Bases para una Estrategia de Inclusión Social en Aragón” apunta una sistematización de este recorrido. Se recomienda la lectura de este documento. 


� Los últimos datos que se disponen de los niveles de renta – ingresos – pobreza en Aragón están referidos a la ECV (2010) y a la EPF (2010). INE, Madrid 2011 (ver página web).  


� Para cuantos trabajamos en el ámbito de los servicios sociales, es importante no sustraernos a la reflexión sobre el significado de “transversalidad e integralidad” en la atención a las problemáticas derivadas de la “exclusión social” ya que en un buen número de ocasiones tendemos a comportamientos profesionales endógenos al interior del sistema de servicios sociales, como si fuéramos los únicos profesionales que han de “diagnosticar, valorar y orientar” a las personas que demandan una atención personalizada y una intervención inclusiva.   


� Esta dimensión de análisis es uno de los retos pendientes en la formación del conocimiento sobre la intervención inclusiva, ya que buena parte de las actuaciones que se vienen llevando a cabo “previenen” otras disfunciones relacionadas con la salud, con la educación, etc. El gasto en servicios sociales, estamos convencidos que tiene un efecto multiplicador en los beneficios sociales que genera.  


� Se han dado algunos pasos en el caso de Aragón, con la puesta en marcha de Planes comarcales y/o locales en algunos de los municipios – comarcas rurales aragonesas. Esta vía para concitar la convivencia, el saber hacer de los actores locales, la acumulación de conocimiento sobre el terreno, el empoderamiento de los actores locales, es una buena práctica sobre la que es conveniente reflexionar y apostar. 


� Los pasos que están dando la Jefatura y los profesionales de los Servicios Sociales Comunitarios, del Ayuntamiento de Zaragoza apuntan a una innovación metodológica que habrá que armonizar con un análisis de los costes y de las capacidades, tanto de los profesionales, de las necesidades que hay de nuevos profesionales como con la atención de la demanda y la interacción de estas intervenciones en el territorio. Hay que llamar la atención que el dibujo sobre el territorio de esta intervención comunitaria que se reclama, tiene que venir dado por el MAPA de Servicios Sociales, cuya responsabilidad y obligación de hacerlo y aplicarlo, es del Gobierno de Aragón, Departamento de Salud, Servicios Sociales y Familia.  


� Algunas aproximaciones a este tipo de concepto – intervenciones pueden observarse en los documentos elaborados por varias entidades vecinales con motivo de las mesas de debate convocadas por Ebrópolis, en el periodo octubre 2010 – abril 2011, con motivo de la elaboración de la Estrategia Zaragoza  2020. Ver, página web de Ebrópolis.


� Esperamos que el Gobierno de Aragón haga el máximo esfuerzo posible por llevar a las Cortes de Aragón una propuesta de Ley de Prestaciones económicas que permita dar una respuesta adecuada al problema ya los tiempos actuales, en Aragón.


� La dimensión actual del llamado “tercer sector” en Aragón, en relación con la intervención inclusiva hacen estrictamente necesario plantear el debate de una nueva formulación en las relaciones público – privadas. La Ley de Contratos del Sector Público así como la legislación y normativa referida a las empresas de inserción, abren vías que es necesario explorar y madurar, poniendo en pie “buenas prácticas” y aplicando fórmulas como los “convenios – programas”. La Ley 44/2007 de 13 de diciembre para la regulación del régimen de las empresas de inserción, y el desarrollo normativo que esta ha tenido, también son una referencia oportuna que es importante explorar  


� La gestión de calidad y la evaluación deben formar parte de una futura “Estrategia de Inclusión Social”. Esta evaluación debe ser continua y ofrecer, como mínimo,  indicadores de proceso, de actividad, de resultados y de impacto.  


� Las reflexiones y observaciones reflejadas en esta comunicación no hubieran sido posibles sin tomar en consideración todos los trabajos llevados a cabo en el seno del grupo de trabajo de seguimiento de la línea 3ª del AFES (Acuerdo para el Fomento Económico y Social de Zaragoza) y en la mesa de trabajo sobre “inclusión social” que se ha venido celebrando desde el pasado mes de octubre de 2010 y en la que han participado un buen número de entidades sociales, agentes sociales y económicos representativos en la ciudad de Zaragoza y en Aragón, de lo que podemos denominar intervención inclusiva aragonesa.   
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